
F- 
PAZ CIUDADANA 

CONCEPTOS 
PARA LA PREVENCION Y CONTENCION DEL DELITO 
ISSN: 07 17.330X N” 12. Mayo IY9K 

La Fundaci6n Paz Ciudadana es un 
organismo cstrict;lmcilfe apolítico. 
cuya función cs proponer elementos dc 
juicio tknico para perfeccionar la for- 
mulaci6n de polític;ls púhlicns rclacio- 
nadas con la prcvencicín y zontcnción 
de la delincuencia > con In rchahilita- 
cicín del delincuente. Acontinu;lci6n se 
prescrita un diagn6xtico tknico del 
problema dc la delincuencia. En él SC 
cleslncan conio ~~~npmeiites ccntrülcs 
ciert;~x deficiencias estructurales en 
los sistemas de prevención del deli- 
to; de control del delito; de rehabi- 
litación de los condenados jóvenes y 
adultos; y de evaluación de las polí- 
ticas públicas que se aplican. 

1) Control del Delito 

L- Sistema de Justicia Criminal: 
cs urgente la modernizacii>n del sis- 
tema de justicia penal chileno, por- 
que incide fuertemente en los índiccs 
de impunidad del delito. Esta moder- 
nización ya está cn curso -proyectos dc 
nuevo Código de Procedimiento Penal, 
Ministerio Público. Defensoría Públi- 
ca, adecuaciones consecucncialcs al 
Código Ckgínico de Tribunales. nor- 
mativa de transicicín, puesta en marcha 
del nuevo Gstcm;k-. Al respecto. frente 

a la situación delictiva actual. es con- 
ducente acelerar al máximo posible, 
mediante las urgencias respectivas. 
el trámite lcgislaiivo dc dichas inicia- 
tivas. Su puesta en marcha es la prime- 
ra condición para reducir la impuni- 
dad del delincuente. El sistema judi- 
cial actual, por su lentitud y hurocru- 
cia, no fomenta la denuncia de los de- 
litos por parte dc las víctimas -sBlo se 
denuncia un 30% de los robos y hurtos 
debido a la creencia de que hacerlo no 
conducirá a nada-. AdemBs los resulta- 
dos de los procesos judiciales cn 1996 
muestran tasas de sobreseimiento tem- 
poral de 9 I c/c para cl robo con violen- 
cia, 96% para el robo con fuerza y 91% 
para cl hurto. Así. es inevitable que el 
dclincuentc sepa que, al cometer un 
delito. pnícticamente no corre riesgo de 
recibir una sanción. 

2.- Con 
todo, aun cuando la reforma no entre 
en vigencia. cs necesario promover en 
la opinión pública la conveniencia de 
denunciar los delitos, para reducir la 
impunidad del delincuente. Un esfuer- 
zo administrativo de las autoridades ju- 
diciales, policiales y municipales -fa- 
cilitar la denuncia en tribunales, comi- 
sarías y fiscalías municipales- puede 
contribuir a esto cn el corto plazo. De- 
ben huscarsc nuevas formas de facili- 
tar cl trámite pata denunciar, mediante 
la creación de terminales móviles y sis- 
temas telefónicos computarizados, que 

permitan a las personas formalizar su 
denuncia en forma rhpida e inmediata. 

3.- S’stem I 
m: Actualmente, uno de cada cuatro 
condenados va a la cárcel y los tres res- 
tantes cumplen penas como remisión 
condicional. libertad vigilada o reclu- 
sión nocturna. La cárcel no puede ser 
le única medida, porque económica- 
mente es muy costosa de aplicar y. en 
muchos casos, sólo contribuye a la ca- 
pacitación delictiva de los reclusos. 
quienes, cuando salgan en liberlad, re- 
incidirán. Las medidas alternativas 
son, pues, una necesidad, pero para 
garantizar su buen funcionamiento es 
imprescindible la existencia de un sis- 
tema eficaz que supervise realmente 
al reo. En este marco, debe crearse con 
urgencia un servicio que se especialice 
en la administración y control de las 
personas sujetas a estas medidas, un 
juez de control de la ejecución de pe- 
nas y un catastro más amplio de estas 
medidas, que permita a losjueces con- 
tar con mayores herramientas al mo- 
mento de penalizar un delito. 

4.- Beneficios Intraoenitenciario~: 
En lo m8s inmediato, respecto de los 
condenados, es preciso revisar la nor- 
mativa que regula la concesión de be- 
neficios intrapenitenciarios y estable- 
cer clams responsabilidades y mecanis- 
mos de control de las personas sujetas 
ü ellos. 



5. Libertad Provisional: Respecto 
de los procesados, SC proponc crear una 
oficina técnica, independiente de Gen- 
darmería y del Poder ludicial, cuya 
función exclusiva sea elaborar una 
recomendación fundada al juez acer- 
ca de si procede o no conceder la li- 
bertad provisional a las laminas in- 
culpadas por un delito, así como crear 
otras instancias intermedias de control 
que garanticen que Ia perwna proce- 
sada estará siempre disponible para los 
distintos requerimientos del proceso. 
Estos servicio5 son habitualcï cn paí- 
ses desarrollados, prrmiticndo que -al 
establecer los mecanismos de control 
procesal- la sociedad tome una dccisicín 
fundada y racional desde el punto cle 
vista del uso de recursos. 

h .- Sistema Policial: Debe 
optimizarse el aprovechamiento del 
recurso policial -escaso y caro-. de tal 
modo que NS eFectivos pt~eda~n conccn- 
trarse sustancialmente en bu 1;ireaescn- 
cial, que es cl resguardo dc la seguri- 
dad públida y el derecho. En consc- 
cucncia. debe nliviarsc i* las inslilucio- 
nes policiales de otras funciones -ül- 
gunas administrativas. otras muy valio- 
sas- que no corresponden, en rigor. û 
lo estrictamente policial. 

Lo anterior pcrmitirlí mayor pre- 
sencia policial en las calles -particu- 
larmente en las zonas ya identificadas 
como de mayor peligrosidad- y libcra- 
rrí recursos pam una tecnificación con- 
centrada en lo ~sencialmenle policial 
(mapas digitalizados, tecnología inter- 
nacional, ctc.). Permitirá. tnmbién. con- 
tar con contingente para dar cobertura 
policial a zonas marginales y de extre- 
ma pobreza, donde la cscase~ policial 
obliga a la población más desvalida a 
utilizar. muchas veces, sistemas primi- 
tivos de autodefensa. 

l!n componente fundamcntul dc esa 
concentración supone que las remu- 
neraciones de los funcionarios de kas 
Fuerzas de Orden y Seguridad Pú- 
blica sean elevadas para que esta pro- 
fesión se transforme en atractiva, SL’ 

cubran las plazas vacantes por falta cle 
interks y se haga posible una selección 
más estricta de sus efectivos. Posterior- 
mente, hahrlí que delinear un sistema 
de permanente perfeccionamiento, 
orientada a estrechar su relación dc 
colaboración con la población. 

7.- Comunidad v Municinios: La 
colaboración de la policía con la co- 
munidad supone replantear la rrla- 
ción entre las policías y la instancia 
municipal. Desde esta perspectiva, es 
razonable la formulación de la letra 
g) del artículo 4” del proyecto de 
LOC de Municipalidades, en actual 
rediscusión: “Las municipalidades. en 
el ;imbito de su territorio, podrán desa- 
rrollar, dircctamcnte o con otros órga- 
nos dc la administración clcl Estado, 
funciones relacionadas con: (...) g) El 
apoyo y cl Iòmento de medidas dc pre- 
vención en materia de seguridad ciu- 
dadana y colaborar en su 
irnplcrnrntíici~n”. Eso permitiría que 
la\; municipalidades y sus vecinos aú- 
nen cslìlerzos con las policías en la pro- 
tccción y cn el control de Iadclincuen- 
cia. Las cnpericncias internacionales 
exitosas muestran, sin cxcepci6n, que 
esa vinculación entre comunidad y po- 
licías cs indispensable para éxitos du- 
raderos cn esta materia. 

Por ley debería establecerse que las 
municipalidades deben recibir auto- 
mática y periódicamente de los ór- 
ganos competentes del Estado, cuan- 
do menos cuatro veces por año, in- 
formación sobre el estado actual de 
las estadísticas delictuales de su co- 
muna. 

II) Prevencií>n del Delito 

+ Debe revisarse la estructura y 
funcionamiento del sistema educa- 
cional, porque la deserción escolar de- 
riva en falta dc capacitación laboral y 
empuja a los jóvenes a la delincuencia 
como mcdi» para ganarse la vida. Ge- 
neralmcn~c. :I la deserción escotar le 
sigue cl abandono de la casa familiar. 
lo que puede propiciar a la pandilla 

como ámbito de vida. 

6 Deben establecerse alarmas so- 
ciales que impidan que los estudiantes 
abandonen el colegio, presionados por 
colaborar en el sostén económico del 
hogar. A estos jóvenes debería 
otorgárseles un subsidio que permi- 
ta a la familia subsistir y satisfacer 
sus necesidades, sin que el adolescen- 
tc tenga que abandonar el sistema 
educacional. 

+ Igualmente, debe revisarse la 
estructura y funcionamiento del sis- 
tema de asistencia a los menores en 
situación irregular, o en riesgo de caer 
en él, porque su organización actual no 
garantiza la calidad ni la cantidad que 
se requiere para contmrrestar el proble- 
ma delictivo. 

+ Este punto y el anterior pueden 
resumirse en IU necesidad de rescatar 
al menor y al joven de la calle. En el 
nivel nacional, local y comunitario, 
deben promoverse programas atrac- 
tivos para dar nuevas opciones de 
ocupación al tiempo libre de los jó- 
venes, estableciendo actividades que 
compitan con las pandillas y ofrezcan 
una alternativa cle actividacl 
integradora. Laexperiencia intemncio- 
nal coincide en este aspecto. 

Con esto puede concretarse el Ila- 
mado del Presidente de la República al 
“apoyo de la gente”, por la vía de 
establecer mecanismos que entre- 
guen ampliamente subvención esta- 
tal para organizaciones e iniciativas 
de la comunidad que puedan dedi- 
carse, con o sin fines de lucro, al res- 
cate de niños y menores. La climen- 
sión del problema, su complejidad y la 
calidacl cspecializnda de la atención 
requerida, ya no permiten limitarse 
solamente al recurso al aparato es- 
tatal tradicional, sino que se necesi- 
ta la participación de la comunidad 
en todas las múltiples manifestaciones 
de acción que existen. Sin embargo, los 
privados hoy no cuentan con los me- 
dios ni la normativa apropiada para 



globalizar su irccicín hasta el nivel n;l- 
cional 

La cntrepa de subvención chtiktal 
puede tcncr como contralxirtida una 
Inhor fiscalizadora de las municipali- 
dades, que por su número y su proxi- 
midad ;I las hasci clc Iii pohlacicín. pcr- 
nlitirían un mc.ior control ciuclada~lo. 

* PXI complementar lo anterior 
dchc haccrst: un;~ reforma del siste- 
ma de protección especial a la infan- 
cia y a la adolescencia. Esta deberí;~ 
incluir Iu descentrülizacián -en un 
plazo máximo de dos años- dc las 
competencias administrativas cn 
materia de c.jccucic’n de dichas me- 
didas cu bvor de los municipios. 105 
ct~i~lss potll-íal integrar il la comunidad 
en la cjecucií,n de los programas. Ik 
cstii manera. l)wl~-í;i c‘stablcccrw el uso 
clc la\; capacidadc y recursos de e.jc- 
cuci«n del Scllarrlc. eXCIUSiViIllll’tlfe. Cl1 

la atención dc mcnorcs en conl’licto con 
Ia justicia. sin perjuicio de que csc‘ scr- 
vicio pudic~-;I tamhitin confiar talcs fun- 
ciones ÍI 0rp:uiiz;rciones privadas cali- 
hxlas. H antiguo lwcedcntc chileno 
de cárcclcs de mujcrclr adlninixlr3das 
por congregaciones rcligiosus indica 
,lIlil vía p«sihle. <lLI’ Il0 debe 

dcscstimarse. 

III) Rehahilitacitín 

l Rehahilitariún de reclusos adul- 
tos:Respect« dc los recIuso$ actuales. 
w rehabilitaci6n supone darles ca- 
pacitacií>n Moral real. que Ics ofrez- 
ca una efectiva opci6n dc trabajo al rc- 
gresar al medio externo. La expericn- 

cia internacional muestra que eso sc 
consigue sfilo cuando el empleador pi-i- 
vado tiene confianza en cl ex reo. ‘Tal 
confianza SC crea cuando cl cmpleudor 
ha trabado una relación laboral con cl 
recluso durante su condena. según la 
fórmula de “ckcel industria”. Perfcc- 
cionar. generalizar y consolidar Icgal y 
administrnliv~uiiente I;ts iniciativas en 
actual aplicacicín dcbc ser una línea ii 
impulsar co11 urgencia. rk otro modo. 
la salida al medio lihrc ofrece rnlís al- 

tas prohabilidades de reincidencia. Esta 
cs también una manera dc dar concre- 
ción al llamado presidencial relativo a 
promover Ia colaboracicín de la comu- 
nidad cn el problema delictivo - 
espccíficaniente en rehabililación- y 
podrían aplicarse los mismos criterios 
y algunos dc los instrumentos indicn- 
dos a continuación. respecto de los mc- 
norcs. 

l Rehabilitacií>n de los reclusos 
menores de edad: 6n esta materia de- 
hen desarrollarse centros de reclu- 
sií>n que actúen como internados 
educacionales, donde el menor dc edad 
sca obligado por scntcncia judicial a 
terminar su cducacitjn. Fastos centros 
d&rrían contar con profesores cspe- 
cialmcntr: capacitados para tratar con 
esta población, que suele Ircr conflicti- 
va. razonahlcmcntc incentivados para 
no renunciara pesar de las dil’icultades 
del medio. Las xcntencias a los mcno- 
res dc edad son. cn cstc esquema. va- 
riablcs: el ob.jrtivo es educarlo para Ià- 
cilitar su reinsercitin e impedir su deri- 
vaci6n adelincucntcs adultos proksio- 
nales y extremadamente violentos. Hay 
expcricncin internacional desarrollada 
en esta línea. que debiera revisarse y 
adoptarse r;ípidamente por cl país. 

IV.-IXvaluación de las políticas 
públicas que se aplican 

En todas las ireas referidas, deben 
modernizarse y homogeneizarse los 
sistemas estadísticos de todos los ór- 
ganos públicos vinculados al proble- 
ma delictivo. Eso permite asignar 
tnc~as y plazos precisos a cada órgano 
público competente. Desde esta pers- 
pectiva, la aceleración inmediata de 
del Sistema Unificado de Estadísti- 
cas Delictuales (SCED) -aprobado en 
principio por el Presidente dc la Repú- 
blica en 199% es una medida condu- 
cente. 

Las metas asignadas deben ser 
cuantitativas, que se puedan cumplir 
c11 un plazo predeterminado. Estos pla- 
zos deben ser breves. para permitir una 

evaluación inmediata-o muy próxima- 
de los resultados de las políticas, con 
el objeto de establecer su reorientación, 
en caso dc necesidad. 

Además. los datos estadísticos de- 
ben hacerse legalmente accesibles y 
exigibles por los ciudadanos a todo 
tigano público en cualquier momen- 
to. Este es, también, uno de los crite- 
rios fijados públicamente por cl Presi- 
dente dc la República. Sin evaluación 
pública periódica -según criterios oh- 
jetivos prefijados- la expcricncia inter- 
nacional muestra que los intentos 
antidelictivos tienden a derivar CII mc- 
didas aisladas, inorgbnicas, reactivas. 
Ellas pueden tener algtin efecto fugaz, 
pero no rcsuclvcn los problemd5 estrttc- 
turales y, por tanto. las manifestacio- 
nes delictivas se reiteran y agravan pe- 
ritjdicamentc. 

Es indispensable que las políticas 
que se adopten obedezcan al criterio 
de actuar focalizadamente. Los pro- 
blemas de delincuencia no son igua- 
les a lo largo de todo el país ni tam- 
poco para los distintos grupos que en 
61 habitan. 

Esta descentralización. y 
focalización debería, al menos, con- 
templar los siguientes dos criterios: 

a) Peligrosidad de la zona, comu- 
na o ciudad; > 

b) Pobreza de la comunidad res- 
pcctiva, puesto que los estudios mues- 
tran que la inseguridad es mayor en 
estas últimas, aunque el reclamo públi- 
co sea m6s intenso en los sectores de 
mayores recursos. 

Lo reseñado no es una enumera- 
ción exhaustiva, pero sí indicadorade 
las áreas en que, con prescindencia de 
toda consideración ideológica o políti- 
ca. la Fundación Paz Ciudadana esti- 
ma necesario actuar de modo priorita- 
rio frente al problema actual de la de- 
lincuencia. 
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